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MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, primero de octubre de dos mil nueve
Acta número 0061 del 1° de octubre de 2009
En la fecha, siendo las cinco de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que ha de absolverse la apelación de la sentencia dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 17 de marzo de 2009, dentro del proceso de doble instancia que Sor Dreyer Posada Vergara y otros le promueven al Municipio de Dosquebradas y a Guillermo Antonio Castro Murillo. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,
ANTECEDENTES
Manifiesta la actora, por medio de apoderado judicial, que desde mediados de 1988 inició una unión marital de hecho con el señor Luis Fernando Duque Castrillón, la cual perduró hasta que éste falleció; unión en la cual procrearon tres hijos, nacidos en 1988, 1992 y 1995; para el momento de la muerte de su compañero se desempeñaba como oficial de construcción  desde hacía 16 años; mediante orden de prestación de servicios N° 327 del 5 de noviembre de 2002, el señor Guillermo Antonio Castro Murillo fue encargado por el Alcalde del municipio de Dosquebradas para que realizara varias labores dentro del programa “Construcción, Adecuación y Mantenimiento de Parques y Escenarios Deportivos del municipio de Dosquebradas Risaralda”, concretamente la adecuación, demarcación y reparación de los escenarios deportivos y recreativos de los barrios El Martillo, Santa Isabel, Campestre A y La Pradera, ubicados en la mencionada localidad; hacía tres (3) años, previos a su deceso, el señor Duque Castrillón se desempeñaba laboralmente al servicio del señor Guillermo Antonio Castro Murillo, bajo su subordinación y dependencia, con una remuneración mensual y pago semanal, realizando en dicho lapso varias obras; cuando al señor Castro Murillo se le adjudicó la orden de servicios mencionada, imprimió a éste la capacidad laboral que tenía, en la cual se incluía a su empleado Luis Fernando Duque Castrillón; en dicha obra, el causante se desempeñó como oficial de construcción, devengando un salario mensual que ascendía a 3 salarios mínimos mensuales; el señor Castro Murillo nunca afilió a su trabajador al Sistema de Seguridad Social Integral; El 28 de noviembre de 2003 (sic), finalizando la segunda semana de labores y al salir de su sitio de labores, Duque Castrillón fue abaleado y falleció ese mismo día; el 5 de abril de 2004 se agotó la reclamación administrativa ante la Administración Municipal, la cual fue resuelta negativamente.
Con base en el sustento fáctico relatado pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre Luis Fernando Duque Castrillón y el señor Guillermo Antonio Castro Murillo, desde el 28 de noviembre de 1999 y hasta el 28 de noviembre de 2002, el cual terminó por muerte del trabajador; como consecuencia de dicha declaración, se condene a los codemandados solidariamente al reconocimiento y pago de la pensión sobrevivientes en cuantía de tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes a ella y a sus menores hijos, con efectos retroactivos a partir del al muerte del causante; igualmente depreca condena solidaria en contra de los codemandados, para que presten el servicio de salud a la demandante y sus hijos; solicita condena en razón a la angustia que le generó a la actora el verse desprotegida económicamente por valor de 80 s.m.l.m.v, y para sus hijos la cantidad de 50 s.m.l.m.v.; pretende que todas las sumas reconocidas sean debidamente actualizadas, se le reconozcan intereses legales del 0.5% mensuales desde la fecha en que se causó el daño, intereses comerciales moratorios a partir de la ejecutoria de la sentencia, lo probado extra y ultra petita y las costas procesales.    

La demanda fue inadmitida por medio de auto del 1° de diciembre de 2005, fl. 45, siendo corregida, retirando las pretensiones referentes al daño moral frente al municipio de Dosquebradas, siendo admitida mediante decisión del 14 de diciembre de 2005, fl. 47, y ordenándose correrla en traslado a los accionados.

El municipio de Dosquebradas contestó por medio de apoderada judicial, fl. 50, pronunciándose respecto a los hechos. Se opuso a las pretensiones y excepcionó previamente Falta de agotamiento de reclamación administrativa artículo 6° Código Sustantivo del Trabajo e Inepta demanda por falta de requisitos formales, y de fondo Inexistencia de la obligación, Inexistencia del contrato de trabajo y Prescripción. Llamó en garantía a los señores Héctor Mauricio Angee Villanueva, Cesar Augusto Gil Ladino, fl. 66, y a la Compañía Aseguradora de Fianzas “CONFIANZA”, fl. 88.
Por su parte, el señor Guillermo Castro Murillo, amparado por pobre, contestó la demanda, fl. 114, refiriéndose a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y formulando como excepciones previas las de Ineptitud de la demanda por falta de competencia e Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales, y de mérito Prescripción, Inexistencia de la obligación, Buena fe, Cobro de lo no debido y Genérica.
Por medio de auto del 6 de octubre de 2006, fl. 120, se aceptó el llamamiento en garantía que el municipio de Dosquebradas realizó respecto de la Compañía Aseguradora de Fianzas “CONFIANZA”, más no en cuanto a las personas naturales también llamadas.

La llamada en garantía contesto a folio 127b, afirmando que no le constan los hechos del llamamiento y oponiéndose a las pretensiones; excepcionó Inexigibilidad del seguro por no cobertura de prestaciones pretendidas, Violación a la garantía pactada en el contrato de seguro inexigibilidad del seguro, Inexigibilidad del seguro por terminación de la vigencia del mismo, Máximo valor asegurado y Genérica.
La demandante reformó la demanda, fl. 145, agregando a las pretensiones que se declare que el señor Guillermo Antonio Castro Murillo incumplió sus obligaciones como empleador en desarrollo del contrato de trabajo y que el municipio de Dosquebradas es solidariamente responsable de las indemnizaciones a que haya lugar con ocasión de las acciones y omisiones en que incurrió el señor Castro Murillo en razón del contrato de trabajo; se ratificó en las condenas solicitadas y agregó nuevos hechos, informando que el 18 de noviembre de 2005 y el 17 de enero de 2006 se agotó nuevamente la reclamación administrativa. 
Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en los codemandados, fl. 176. A continuación procedió el Juez a quo a resolver las excepciones previas propuestas, declarando probada, respecto del municipio de Dosquebradas, la denominada Falta de competencia por el no agotamiento de la reclamación administrativa, y no probada la de Inepta demanda, pues las falencias anotadas fueron oportunamente subsanadas; contra la decisión tomada en cuanto a la excepción Falta de competencia, interpuso el apoderado de la demandante los recursos de reposición y en subsidio el de apelación, resultando prospero el primero, más no en lo referente a las indemnizaciones reclamadas, por lo que se concedió la apelación en cuanto a ello. Agotadas otras etapas, el Juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron; ante la decisión de no decretar algunos testimonios, el apoderado de la actora interpuso los recursos de reposición y en subsidio el de apelación, los cuales no fueron concedidos, pues considero al juzgador que ya se había agotado la etapa relativa al decreto de pruebas, por lo cual el vocero de la demandante interpuso el recurso de queja.
La decisión respecto de la excepción previa Falta de competencia por el no agotamiento de la reclamación administrativa fue confirmada por esta Corporación, fl. 244. En cuanto al recurso de queja, el mismo se declaró inadmisible en esta instancia, fl. 337. 
Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 17 de marzo último, fl. 533. La sentencia negó las pretensiones de la demanda, al encontrarse que la actora solo acreditó la existencia, entre los señores Duque Castrillón y Castro Murillo, de un contrato de trabajo por el término de 1 día, tiempo insuficiente, teniendo en cuenta que requería 26 semanas de cotización, para acceder a la pensión de sobrevivientes deprecada, amén que no se vislumbró culpa del empleador en los hechos que terminaron con la vida del trabajador, motivo por el cual tampoco hay lugar a condena por las indemnizaciones reclamadas.

Inconforme con la anterior decisión, interpuso la parte actora recurso de apelación, fl. 550, manifestando que el Despacho se limitó a estudiar la pretensión referente a la pensión de sobrevivientes, pero dejó de manifestarse en cuanto a las otras obligaciones laborales incumplidas por el codemandado Castro Murillo, tales como el salario, las prestaciones sociales, la afiliación a la seguridad social, la consignación de cesantías y la indemnización moratoria por el no pago de salarios y prestaciones sociales al terminar la relación laboral, pues no milita en el expediente prueba de dichos pagos; respecto a los extremos de la relación laboral, afirma que los testigos fueron claros al afirmar que existió dicha relación laboral por un largo periodo y que es lógico que no recuerden con exactitud las fechas exactas de los extremos de los mismos; sostiene que no es obligación del testigo conocer al empleador y que lo dicho por ellos no es una lección aprendida de mala forma; indica que el demandado se contradijo al manifestar que el fallecido laboró con el durante 15 días, para luego afirmar que lo hizo por solo 4 días.
Se concedió la alzada y se enviaron los autos a esta Sede en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
La inconformidad del apelante se circunscribe a que considera que en la sentencia de primera instancia se omitió un pronunciamiento respecto de la falta de pago de salarios, prestaciones sociales, aportes a la seguridad social, consignación de cesantías e indemnización moratoria, al encontrarse probada la existencia de un contrato de trabajo entre el señor Castro Murillo y el causante, señor Duque Castrillón. Por otra parte, indica que los testigos aportados al proceso dan cuenta de la existencia de una relación laboral por un largo periodo y que no se les puede exigir que den las fechas exactas de los extremos de dicho vínculo; por último afirma que el codemandado incurrió en contradicción al afirmar que el causante había laborado para él durante 15 días, para luego sostener que solo lo hizo por 4.
Respecto al primer motivo de inconformidad, tenemos que en momento alguno le asiste razón al recurrente, toda vez que los ítems que echa de menos no fueron objeto de petición en su demanda inicial, menos en la reforma que hizo de la misma, puesto que en ésta se limitó a pedir textualmente “Declarase en parecidas o similares (sic), que entre el señor Guillermo Antonio Castro Murillo incumplió sus obligaciones como empleador respecto al señor Luis Fernando Duque Castrillón en desarrollo del contrato de trabajo a término indefinido que tuvo lugar desde el 28 de noviembre de 1999 hasta el 28 de noviembre de 2002, el cual terminó por la muerte del trabajador, en especial la de afiliarlo al sistema de seguridad social.”; como se observa, no indicó la demandante cuales obligaciones fueron las que incumplió el empleador, peor, no solicitó condena por prestaciones sociales o indemnización moratoria, siendo su deber pormenorizarlas; véase como ni en la demanda, ni en su reforma se solicita condena por indemnización moratoria, o por salarios, o por cesantías, ni siquiera en los hechos se dijo algo sobre dichos incumplimientos, solo ahora, en su escrito de apelación, viene a solicitar el pago de dicho rubros, sorprendiendo a la contraparte con hechos y peticiones nuevas; lo que se avizora aquí es una marcada falta de técnica jurídica al elaborar el libelo introductorio y, sobre todo, su reforma, entuerto que pretende el recurrente enderezar en esta instancia, a lo cual, obviamente, no se accederá. 
En cuanto al periodo durante el cual se desarrolló el contrato de trabajo, considera el apelante que aunque los testigos no identifican unas fechas exactas de inicio y terminación del vínculo, si dan razón de una relación prolongada.

Pues bien, tal como lo manifestó el a quo, los testigos aportados por la actora son todos familiares, a excepción del compadre, del causante, en los cuales se denota claramente la intención de beneficiar a la demandante, son testigos de oídas, pues lo que saben lo percibieron de lo que el difunto les contaba, además en sus relatos incurren en varias contradicciones, amén que dejan entrever que la relación laboral habida entre el señor Duque Castrillón y el señor Castro Murillo era esporádica, veamos:

El señor Carlos Emilio Duque Castrillón, hermano del causante, expresó a folio 372 que su hermano trabajó con el demandado “por ahí” tres años; que no sabe la fecha de inicio; que le pagaban algo más del mínimo; que su hermano le contaba quien era el patrón y las obras en que laboraba; que la labor fue casi continua; que al terminar un contrato, había veces que el demandado se llevaba al causante para otra obra, que descansaba algunos días y después comenzaba otra vuelta; por último remata diciendo que las interrupciones eran muchas.

Por su parte la señora Luz Doris Duque Castrillón, hermana del trabajador fallecido, a folio 376 expresó que al patrón de su hermano lo vino a conocer en el velorio y que sabía quien era porque su hermano le contó; cree que Luis Fernando empezó a trabajar con Guillermo antecitos del 2000, el cual inicialmente le dio unos contratos pequeños y después empezaron a trabajar seguido; que si le daba un contratico descansaba unos días y volvía y lo llamaba; que sabe que el causante cumplía un horario porque iba a su casa y la mujer le decía que no había llegado; sabía que su hermano trabajaba en determinada obra y horario porque él le contaba y que trabajó con Guillermo de seguido, por ahí dos años.

A folio 380 declaró la señora María Edeli Castrillón Buitrago, madre del señor Duque Castrillón, quien indicó saber que su hijo trabajaba con un señor, pero no recuerda el nombre, con quien trabajó durante dos años y medio o tres, pero no seguido, si no con contraticos; afirma que no sabe quien le daba órdenes, debía ser el patrón de cuyo nombre no se acuerda; tampoco sabe el horario cumplido, ni los días de trabajo; se ganaba el mínimo pero no sabe quien le pagaba.
Mario Alberto Torres Jaramillo, compadre del causante, expuso a folio 500 del expediente que Duque Castrillón laboró con el patrón, a quien no conoce, ni sabe su nombre, de lo cual tiene conocimiento porque aquel le dijo; no sabe la forma en que le pagaban; laboró cuatro o cuatro años y medio; su comadre, a quien de forma insólita llama Nelly, cuando su nombre es Sor Dreyer, fue quien presentó a Luis Fernando con el patrón; nunca visitó los lugares de trabajo de su compadre; afirma que las labores fueron continuas durante 4 años, lo cual sabe, a pesar de residir y laborar en lugares distantes de los sitios de trabajo del causante, porque éste le contaba.
De una lectura desprevenida de la prueba testimonial aportada al infolio de manera alguna se puede edificar una sentencia condenatoria, por ello acudió el Juez a quo a lo confesado por el mismo codemandado, el cual en el interrogatorio de parte que absolvió a folio 362 manifestó que Luis Fernando laboraba para él el día de su muerte y que le pagó $84.000 por cuatro días de trabajo, razón por la cual en la parte considerativa afirmó que el contrato de trabajo que existió entre las partes se extendió únicamente por dichos días, no obstante, extrañamente en la parte resolutiva indica que el mismo solo tuvo vigencia por un día; sin embargo, al margen de lo anterior, erró en su apreciación, toda vez que en la misma declaración el codemandado afirma que Luis Fernando laboró entre el 5 y el 20 de noviembre de 2002, encontrándose que esa manifestación referente a los cuatro días de labores, se hizo al ser preguntado por el último pago recibido por el trabajador, el cual fue por dichos 4 días, en momento alguno afirmó el señor Castro Murillo que esa hubiese sido la duración de las labores de aquel.

Ahora bien, teniendo en cuenta la manifestación realizada por el codemandado respecto a que las labores del causante iniciaron el 5 de noviembre, lo estipulado en la orden de prestación de servicios del 5 de noviembre de 2002, obrante al folio 76, por medio de la cual se iniciaron las obras en que laboraba Luis Fernando, y  que en desarrollo de las mismas, al terminar sus deberes y dirigirse a su casa fue asesinado, más precisamente el 28 de noviembre, fl. 25, tenemos que la deprecada relación laboral se dio entre el 5 y el 28 de noviembre de 2002, modificación que se hará a la sentencia de primera instancia.

Teniendo en cuenta lo anterior, no es posible acceder a los pedimentos de la demanda, toda vez que al no poderse calificar la muerte violenta del trabajador como un accidente de trabajo, pues no se produjo por causa o con ocasión de éste, al haber sido abaleado al salir del lugar en que cumplía sus labores, la norma a aplicar, de acuerdo a la época del deceso, 28 de noviembre de 2002, no era otra que la Ley 100 de 1993 original, la cual en su artículo 46, referente a la pensión de sobrevivientes, exigía, en el presente caso, que el causante hubiese acreditado al menos 26 semanas de cotización al momento de su muerte, y como viene de verse, solo alcanzó a laborar por espacio de 23 días para el codemandado, señor Guillermo Antonio Castro Murillo, razón por la cual se impone la confirmación de la sentencia de primera instancia, con la modificación antes enunciada.

Sin costas por la actuación en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado, MODIFICANDO el numeral primero de la resolutiva, en el sentido de declarar que el contrato de trabajo a término indefinido habido entre los señores Luis Fernando Duque Castrillón y Guillermo Antonio Castro Murillo, es extendió entre el 5 y el 28 de noviembre de 2002.
Sin costas por la actuación en esta instancia.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe
Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo
Secretaria
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